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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de mayo de mil nove­
cientos noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González-Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.

Voto particular que formulan los Magistrados Excmos.
Sres. don Julio Diego González Campos y don Tomás
S. Vives Antón a la Sentencia recaida en el recurso

de amparo núm. 2.681/91

El tema del recurso es un artículo en el que un aspi­
rante a una plaza de Catedrático de la Universidad de
Salamanca critica a uno de los miembros de la Comisión
de Reclamaciones de la Universidad, que revocó la pro­
puesta que en su favor había hecho la Comisión de Espe­
cialistas que resolvió el correspondiente concurso.

El amparo que solicita resultó desestimado porque
la mayoría de la Sala entiende que la libertad de crítica
no justifica frases o palabras objetivamente injuriosas
o insultantes como «claustral del babero», «anfitrión de
conspiradores». «chambón» y «personaje inquisitorial».
ni la formulación de imputaciones claramente difama­
torias como que el aludido «firma resoluciones sin la
más mínima ética». Ninguna de esas expresiones. por
sí sola, ni en el conjunto del artículo, constituye, en nues­
tra opinión. una injuria. Pues no es injuriar atribuir a
quien ha excluido al recurrente de la plaza a la que opta­
ba. haber firmado una resolución falta de ética: sería
mucho pedir a quien recurre que, en sus circunstancias.
pensase o dijera lo contrario. Ciertamente se trata· de
una forma enérgica de expresar la disconformidad; pero
no creemos pueda decirse que constituye una injuria.
Razonamientos parecidos pueden hacerse en torno al
calificativo de «personaje inquisitoria!>., que. en el con­
texto en que se produce, no indica más que una impu­
tación de haber procedido a elíminar al recurrente por
el modo en que éste concibe su actividad profesional
yno por la ausencia de méritos. de los que basta leer
el artículo para percatarse de que quien recurre se halla
muy seguro de poseer. Las demás expresiones son de
menor entidad y no merecen comentario. Pero sí merece
alguno el hecho de que el artículo se haya escrito con
espíritu vindicativo. Eso, que es evidente. es también
natural: quien a consecuéncia de la decisión de otro
ha perdido (injustamente en su opinión) la plaza a la
que aspiraba. reivindica normalmente su derecho y nada
tiene de particular ni de injurioso que lo haga intentando
ridiculizar el currículum y la decisión de la persona que
la escribe.

No debe olvidarse que nos encontramos en el ámbito
de la crítica de la función pública y de la crítica que
parte de un afectado por el ejercicio de esa función.
Si. en términos generales, el espacio abierto a la critica
de la función pública es muy amplio. más aún ha de
serlo si ésta procede de quien sufre las consecuencias
de sus actuaciones.

El ejercicio de esa crítica de la función pública Se
relaciona aquí, siquiera sea de modo remoto, con la liber­
tad de cátedra. pues estamos ante un proceso de selec­
ción de catedráticos y cualquier decisión al respecto que
no se halle sólidamente fundada en los méritos puede
ser vista como un ataque a aquella libertad. Esa circuns­
tancia hace que. en la defensa de un caso como el del
recurrente, la libertad de expresión se halle menos fuer­
temente limitada que en otras hipótesis. Yeso, que debe
ser así, así es efectivamente en la vida diaria de la
Universidad.

Por todo lo expuesto, creemos que en el presente
caso no se ha vulnerado el derecho al honor y que,
por lo tanto. debería haberse otorgado el amparo.

Madrid, a veintidós de mayo de mil novecientos
noventa y cinco.-Julio Diego González Campos.-Tomás
S. Vives Antón.-Firmados y rubricados.

14931 Sala Segunda. Sentencia 77/1995, de 22 de
mayo. Recurso. de amparo 634/1992. Contra
Sentencia de la Sala de lo Social del T.S.J.
de Madrid confirmando en suplicación la dic­
tada por el Juzgado de lo Social número 9
de Madrid en autos sobre subsidio de desem­
pleo. Supuesta vulneración del principio de
igualdad: tratamiento normativo diferenciado
no carente de justificación.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 634/92 promovido
por don Carlos Navarro Ríus, representado por la Pro­
curadora de los Tribunales doña Milagros Pastor Fer­
nández y asistido del Letrado don Carlos Valero Nisim­
blat. contra la Sentencia de la Sala de lo Social del Tri­
bunal Superior de Justicia de Madrid. de 22 de julío
de 1991, que confirmó en suplicación la dictada por
el Juzgado de lo Social núm. 9 de Madrid el 8 de noviem­
bre de 1990. en autos sobre subsidio de desempleo.
Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado y ha sido Ponente el Magistrado don José Gabal­
dón López. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 12 de marzo de 1992, don Carlos Navarro Ríus soli­
citó la designación de Abogado por el turno de oficio
para interponer recurso de amparo contra la Sentencia
dictada por la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid en 22 de julio de 1991.

La Sección Cuarta. por providencia de 30 de marzo
de 1992. acordó conceder al recurrente un plazo de
diez días para que remitiera una relación circunstanciada
de los hechos que dieron lugar a su petición de amparo,
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acompañará copia de la Sentencia dictada por el Juz­
gado de lo Social y acreditara fehacientemente la fecha
de notificación de la resolución que puso fin a la vía
judicial, la invocación de los derechos fundamentales
que estima violados, así como la concurrencia de los
requisitos para disfrutar del beneficio de justicia gratuita.
Cumplimentado el requerimiento, la Sección, por pro­
videncia de 27 de abril de 1992, acordó que se le nom­
braran Abogado y Procurador del turno de oficio, y por
providencia de 28 de mayo de 1992 otorgó a los pro­
fesionales designados el plazo de veinte días para for­
malizar la demanda de amparo. Por providencia de 29
de junio de 1992 la Sección no admitió la excusa de
la defensa por haberse presentado extemporáneamente
y concedió un nuevo plazo de diez días para articul¡lr
la demanda.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) El ahora recurrente, afiliado al Régimen Generál
de la Seguridad Social desde 1948, tras prestar servicios
en México desde el 1 de diciembre de 1981 hasta
el 30 de junio de 1988, retornó a España. A su regreso
solicitó el llamado subsidio de prejubilación, que fue
denegado por Resolución del Instituto Nacional de
Empleo de 29 de diciembre de 1989. La negativa a
conceder la prestación asistencial de desempleo inte- ,
resada se basó en que, si bien acredita la cobertura
de la carencia genérica para acceder a la pensión de
jubilación, no reúne la especifica, es decir, haber totizado
dos años en los ocho últimos, pues la inexistencia de
Convenio bilateral de Seguridad Social entre España y
México impide computar las cotizaciones efectuadas en
este país.

b) Agotada por silencio la vía administrativa previa,
interpuso demanda ante los órganos de la jurisdicción
social, qu~ fue desestimada por Sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 9 de Madrid de 8 de noviembre de
1990. Recurrida en suplicación, el recurso fue asimismo
desestimado por Sentencia de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 22 de julio
de 1991. Razonaba la Sala que no puede «estimarse
conculcado el principio de igualdad, por cuanto la com­
paración con ciudadanos españoles prestando servicios
en países acogidos a Tratados bilaterales con España,
supone la existencia de un factor diferenciador esencial.
existencia de convenio, única fuente de derechos y obli­
gaciones para quienes le están sujetos)) (fuñdamento
de Derecho único).

3. El recurso de amparo impugna las referidas reso­
luciones administrativas y judiciales porque violan el prin­
cipio de igualdad ante la Ley reconocido en el arto 14
de la C.E. Se argumenta, en síntesis, que ignorando la
clara vocación proteccionista del Estado español hacia
sus nacionales y, en particular, la regla que impone tota­
lizar los períodos de cotización acreditados en las dis­
tintas instituciones de seguro (arts. 42 de la C.E., 2 del
Convenio núm. 48 de la O.I.T. y 11 y 12 del Convenio
Iberoamericano de la Seguridad Social), dispensan un
trato desigual a situaciones idénticas -la totización de
ciudadanos españoles a la Administración de un Estado
extranjero- sin justificación objetiva y razonable, porque
la falta de ratificación por parte de México de las normas
internacionales sólo puede perjudicar a sus ciudadanos
respecto de lo cotizado en España.

Interesa, por ello, la nulidad de los actos impugnados,
restableciendo al recurrente en la integridad de su dere­
cho material conculcado.

4. La Sección Tercera, por providencia de 15 de
marzo de 1993, acordó, de conformidad con lo dispuesto
en el arto 50.3 de la LOTC, conceder al demandante

de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo común de diez
días para formular las alegaciones que estimasen per­
tinentes en relación con la carencia manifiesta de con­
tenido constitucional de la demanda [arto 50.1 c) de
la LOTC].

Sólo el Ministerio Fiscal evacuó el trámite conferido
interesando su admisión a trámite. A su juicio, el
problema no radica solamente en la falta de Convenio
Internacional. sino en la dudosa razonabilidad de la per­
vivencia del requisito de la carencia específica para acce­
der a la protección de la Seguridad Social. exigencia
no sólo suavizada por la jurisprudencia, sino carente de
sentido para un sector doctrinal, dada la fórmula de cal­
cular la base reguladora de las pensiones tras la entrada
en vigor de la Ley 26/1985.

5. La Sección, por providencia de 3 de mayo de 1993
acordó admitir a trámite la demanda de amparo y, en
aplicación de lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC, inte­
resar de los órganos judiciales intervinientes la remisión
de certificación o fotocopia adverada de las actuaciones,
así como la práctica de los correspondientes empla­
zamientos.

La Sección Cuarta, por providencia de 15 de julio
de 1993, acordó tener por personado y parte en el pro­
cedimiento al Abogado del Estado; acusar recibo a la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia y al
Juzgado de lo Social núm. 9, ambos de Madrid, de las
actuaciones remitidas, y dar vista de las mismas a las
partes personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común
de veinte días para presentar las alegaciones que esti­
men pertinentes, conforme determina el arto 52.1 de
la LOTC.

6. El Abogado del Estado solicitó la desestimación
del recurso. El demandante alega exclusivamente una
única y presunta discriminación, consistente en que no
es admisible la exigencia de ratificación del Tratado Inter­
nacional por parte de un Estado extranjero (en este caso,
México) para que sean reconocidas las cotizaciones rea­
lizadas en tal Estado, a los efectos de las prestaciones
de la Seguridad Social española. El exigirse esta rati­
ficación, una vez que España ha ratificado el Tratado,
produce una discriminación entre las cotizaciones efec­
tuadas en países que sí han ratificado este tipo de Tra­
tados (el demandante cita como ejemplo a Alemania)
y los que no los han ratificado.

Ello en modo alguno es una discriminación que realiza
el ordenamiento. Con carácter previo puede afirmarse
que es una condición de existencia de la norma, ya que
sin tal ratificación por ambos Estados el Tratado, en cuan­
to fuente de derechos y obligaciones para los dos países
afectados y en cuanto norma de derecho interno español
ex arto 96.1 de la C.E., simplemente no existe como
norma jurídica. El reconocimiento de las cotizaciones
efectuadas a un Estado extranjero no surge directamente
de las normas ordinarias españolas; éstas, como normas
de Derecho público, tienen un contenido en principio
puramente territorial. El reconocimiento interno de efec­
tos jurídicos a actuaciones que han tenido lugar fuera
del territorio está supeditado a la existencia de un Tra­
tado Internacional. que para su validez jurídica como
derecho interno, exige la ratificación por los Estados afec­
tados. Se trata, no de una retorsión (limitación de dere­
chos que se reconocerían sin más, producida por la corre­
lativa conducta negativa de otro Estado), sino de la per­
fectamente legítima reciprocidad, tanto más razonable
cuanto que trata de equiparar prestaciones económicas
(art. 7.4 y Disposición adicional primera de la L.G.S.S.).
No es ocioso recordar que la existencia de este tipo
de fuente del Derecho ha sido plenamente recibida por
la C.E. (arts. 93 y siguientes), con mención expresa de
su propio régimen jurídico (art. 96), regulado por las
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normas generales del Derecho internacional (STC 11/1985
YATC 740/1984).

En definitiva. no puede predicarse la discriminación
con relación a una norma inexistente. La tesis del deman­
dante conduce además al absurdo. pues obligaría a reco­
nocer efectos a cotizaciones efectuadas en cualquier país
del mundo. con independencia de que existieran o no
Tratados ratificados con España. dando a las normas
españolas una validez no ya extraterritorial sino universal.

7. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional interesó
asimismo la denegación del amparo. De las actuaciones
y de un examen más detenido del asunto. se advierten
aspectos distintos de los considerados en el trámite de
alegaciones del art 50.3 de la LOTC. El elemento dife­
renciador que separa los supuestos contrapuestos por
la parte demandante -trabajar en México o en Alema­
nia- no es la carencia específica. discutible pero igual
para todos. sino la existencia o no de Convenio entre
los Estados para que puedan o no valorarse las coti­
zaciones realizadas fuera de España. Tal elemento tiene
suficiente relevancia para justificar una diferencia de tra·
too al ser ese Convenio bilateral única fuente de derechos
y obligaciones para quienes le están sujetos. como señala
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia impugnada.

8. El recurrente no formuló alegaciones.

9. Por providencia de 18 de mayo de 1995 se seña­
ló para deliberación y fallo el día 22 del mismo mes.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso se dirige contra las resolu·
ciones administrativas y judiciales que denegaron al
recurrente el subsidio de desempleo establecido en el
arto 13.2 de la Ley 31/1984. de 2 de agosto. esto es.
el que se reconoce a los trabajadores mayores de cin­
cuenta y dos años que cumplen todos los requisitos.
salvo la edad. para acceder a la jubilación. Una de las
exigencias al respecto es la cobertura de un período
mínimo de cotización de quince años. de los cuales al
menos dos deben estar comprendidos dentro de los ocho
años inmediatamente anteriores al momento de causar
el derecho. Precisamente la pretensión fue desestimada
por no reunir este último condicionante. al prescindir
de las cotizaciones ingresadas en México ante la inexis­
tencia de Convenio bilateral suscrito con España.

. Aunque el «Boletín Oficial del Estado» de 17 de marzo
de 1995 ha insertado el Convenio de Seguridad Social
entre el Reino de España y los Estados Unidos Mexicanos
firmado el 25 de abril de 1994. no puede tomarse en
consideración. porque durante la tramitación de la vía
judicial previa aún no formaba parte del ordenamiento
interno y las posibilidades de su aplicación posterior son
una cuestión de legalidad ordinara al margen de la pre­
tendida vulneración del arto 14 CE

2. Delimitando el objeto del proceso. importa rei­
terar que no corresponde a este Tribunal. al conocer
un recurso de amparo. examinar la observancia o .inob­
servancia per se de textos internacionales. sino com­
probar el respeto o la infracción de los preceptos cons­
titucionales que reconocen derechos fundamentales y
libertades públicas susceptibles de amparo [arts. 53.2
y 161. 1 b) de la CE y 41.2 de la LOTC). Sin perjuicio
de que ex art 10.2 de la C.E. dichos preceptos deban
ser interpretados de conformidad con la Declaración Uni­
versal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por
España; esta fuente interpretativa. aunque contribuye a
la mejor identificación del contenido de los derechos.
no convierte a tales tratados y acuerdos internacionales

en canon autónomo de la validez de las normas o los
actos de los poderes públicos desde la perspectiva de
los derechos fundamentales; el canon está integrado por
el precepto constitucional definidor del derecho o liber­
tad (SSTC 84/1989. 120/1990. 28/1991. 64/1991
y 214/1991).

Por tanto. la invocación del Convenio núm. 48 de
la O.I.T. y del Convenio Iberoamericano de Seguridad
Social por sí sola no puede fundamentar la demanda
de amparo. y únicamente debemos esclarecer si pugna
con el art. 14 de la CE concluir que el recurrente no
reúne el requisito de la carencia específica prevista para
la prestación de jubilación al no poder ser computado
el tiempo cotizado en México.

3. La inclusión en el sistema de la Seguridad Social
viene determinada en general por un criterio de terri­
torialidad. de modo que su protección contributiva se
aplica básicamente a los españoles que residen y ejercen
su actividad en territorio nacional (art. 7.1 de la LG.5.S.).
No obstante. la acción protectora alcanza también a los
españoles que por causas de trabajo se trasladan a un
país extranjero. mediante diversos instrumentos de Dere­
cho Internacional que tratan de garantizar una igualdad
o asimilación con los nacionales del país de recepción
O. en su defecto. técnicas normativas internas que. como
excepción al principio de territorialidad. implican una uni­
lateral extensión de la propia legislación nacional (art
7A y Disposición adicional primera de la LG.5.S.). Una
de éstas. dictada en cumplimiento de lo establecido en
el art 42 de la c.E.. es la formalización del Convenio
Especial en favOJ de emigrantes regulado por Real Decre­
to 996/1986. de 25 de abril. y la O.M. de 28 de julio
de 1987. en cuya virtud aquellos que trabajen en países
que no tengan suscrito con España un Acuerdo o Con­
venio de Seguridad Social O que teniéndolo no cubra.
entre otras y por lo que aquí interesa. la contingencia
de jubilación. quedan comprendidos en el sistema y asi·
milados a la situación de alta. Beneficio asimismo exten­
sible al momento de su retorno a territorio español. siem­
pre que no se hallen incluidos obligatoriamente en algún
régimen público de protección social en España.

4. Es claro desde esta premisa que propugnar la
eficacia de las cotizaciones ingresadas por trabajadores
españoles a la Administración de la Seguridad Social
de un Estado extranjero. prescindiendo de cualquier otro
dato diferencial. no constituye un idóneo término de com­
paración a efectos del juicio de igualdad. Por el contrario•
jurídicamente es relevante que las cotizaciones se hayan
generado en un país perteneciente a la Unión Europea.
con la consiguiente aplicación del ordenamiento comu­
nitario. o en otro ajeno a esta estructura supranacional.
y en tal hipótesis verificar si resulta aplicable algún ins­
trumento internacional y. en caso negativo. si se suscribió
o no el correspondiente Convenio especial. Se trata de
supuestos a los que de modo objetivo y razonable se
anudan diversas consecuencias jurídicas. coherentes con
los rasgos configuradores del sistema de la Seguridad
Social.

Hemos recordado en la reciente STC 38/1995 que.
ante una prestación contributiva. nada de extraño tiene
que en su nacimiento. contenido o características influya.
más o menos decisivamente. el historial asegurador
como cotizante del beneficiario. esto es. que el naci­
miento del derecho y la cuantía de la prestación esté
en función de la existencia e importe de las cotizaciones
previas. De otra parte. la presencia de una misma situa­
ción de necesidad derivada de una determinada con­
tingencia no basta para estimar lesionado el principio
de igualdad. Ciertamente. el arto 41 de la CE convierte
a la Seguridad Social en una función estatal en la que
pasa a ocupar una posición decisiva el remedio de situa-
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ciones de necesidad. pero tales situaciones han de ser
apreciadas y determinadas teniendo en cuenta el con­
texto general en que se producen y en conexión con
las circunstancias económicas. las disponibilidades del
momento y las necesidades de los diversos grupos socia­
les. No puede excluirse por ello que el legislador. apre­
ciando la importancia relativa de las Situaciones de nece­
sidad a satisfacer. regule. en atención a las circunstancias
indicadas. el nivel y condiciones de las prestaciones a
efectuar o las modifique para adaptarlas a las necesi­
dades del momento (STC 65/1987). Los arts. 41 y 50
de la C.E. no costriñen al establecimiento de un único
sistema prestacional fundado en principios idénticos. ni
a la regulación de unos mismos requisitos o la previsión
de iguales circunstancias determinantes del nacimiento
del derecho (STC 114/1987). La identidad en el nivel
de protección de todos los ciudadanos podrá constituir
algo deseable desde el punto de vista social, pero cuando
las prestaciones derivan de distintos sistemas o regí­
menes. cada uno con su propia normativa. no constituye
un imperativo jurídico (SSTC 103/1984 y 27/1988).
ni vulnera el principio de igualdad.

5. Finalmente. apuntó el Ministerio Fiscal en el trá­
mite de alegaciones del arto 50.3 de la LOTC la escasa
razonabilidad de la pervivencia del requisito de la caren­
cia específica. Supone. sin embargo. y con independen­
cia del juicio de valor que merezca la solución legislativa.
una prescripción que se impone indiferenciadamente a
cualquier beneficiario de la prestación. De otro lado. aun­
que la jurisprudencia social haya suavizado el rigor de
la exigencia en los supuestos en que deviene una impo­
sibilidad de cotizar. retrotrayendo el cómputo de los ocho
años al momento inmediatamente anterior (Sentencias
del Tribunal Supremo de 29 de mayo de 1992 y de 1
de julio. 15 de octubre y 10 de diciembre de. 1993. entre
otras). no es ésta una cuestión con transcendencia cons­
titucional que modifique las conclusiones anteriores.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Carlos Navarro Ríus.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintidos de mayo de mil nove­
.cientos noventa y cinco.-José Gabaldón López.-Fernan­
do García-Mon y González Regueral.-Rafael de Mendi­
zábal Allende.-Julio Diego González Campos.-Carles
Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives Antón.-Firmados y
rubricados.

14932 Sala Segunda. Sentencia 78/1995. de 22 de
mayo de 1995. Recurso de amparo
3.694/1993. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Las Palmas de Gran Canaria
confirmando en apelación la del Juzgado de
lo Penal núm. 1 de esa misma ciudad. Vul­
neración del derecho al honor: ejercicio abu­
sivo de la libertad de expresión. Voto par­
ticular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. como
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael

de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.694/93. promovido
por el Procurador de los Tribunales don José Granados
Weil. en nombre y representación de don Javier MolI
de Miguel y don Guillermo García Alcalde. contra la Sen­
tencia de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Las Palmas de Gran Canaria. de 12 de junio de 1993.
por la que se confirmaba en apelación la Sentencia del
Juzgado de lo Penal núm. 1 de esa misma ciudad. de
28 de noviembre de 1992. Han sido parte el Ministerio
Fiscal y el Procurador de los Tribunales don Ramón Rodrí­
guez Nogueira. en nombre y representación de don
Armando Marcos Placeres Ehadulasis. y ha sido Ponente
el Magistrado don Fernando García-Mon y González-Re­
gueral. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
10 de diciembre de 1993. el Procurador de los Tribunales
don José Granados Weil, en nombre y representación
de don Javier Molf de Miguel y don Guillermo García
Alcalde. interpuso recurso de amparo contra la Sentencia
de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincíal de Las
Palmas de Gran Canaria. de 12 de junio de 1993. por
la que se confirmaba en apelación la Sentencia ·d.el Juz­
gado de lo Penal núm. 1 de esa misma ciudad. de 28
de noviembre de 1992.

2. El recurso se basa en los siguientes heéhos:

al El 17 de febrero de 1991 se publicó en el perió­
dico «Canarias 7» un artículo firmado por don Armando
Marcos Placeres Ehadulasis en el que. en forma epistolar
y bajo el título «Cartas boca arriba». se aludía a lo que
el autor entendía que había sido la trayectoria profesional
de los hoy demandantes de amparo y su influencia en
la vida política; social y cultural de las islas. A raíz de
ello. los aludidos presentaron contra don Armando Mar­
cos Placeres una querella por supuesto delito de injurias
que. tramitada por la vía del procedimiento abreviado.
terminó con la Sentencia absolutoria del Juzgado de
lo Penal núm. 1· de las Palmas de Gran Canaria. de 28
de noviembre de 1992.

b) Presentado por la acusación particular recurso
de apelación contra la anterior resolución. fue deses­
timado por Sentencia de la Sección Cuarta de la Audien­
cia Provincial de Las Palmas de Gran Canaria. de 12
de junio de 1993. notificada a los recurrentes el 18
de noviembre de ese mismo año.

3. La representación de los demandantes de ampa­
ro estima que las Sentencias impugnadas han vulnerado
su derecho al honor. reconocido en el art. 18.1 C.E..
y. en el caso del señor García Alcalde. también su dere­
cho a la intimidad. recogido en ese mismo precepto.

En apoyo de la primera de dichas vulneraciones. se
argumenta en la demanda que los órganos judiciales
de instancia y de apelación no han realizado una ade­
cuada ponderación de los derechos constitucionales en
conflicto al brindar cobertura. ex arto 20.1 d) C.E.. al
artículo firmado por el señor Placeres. dejando sin la


